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l ""> J.Fi?.ECCIC>N: 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Dl0,5, PATRIA Y IJBERTAD. 
'REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

· Sobre el recurso ·de casación interpuesto por la señora 
Elisa Ruiz Vda. Schnabel, propietaria, de este domicilio ·y re­
sidencia, contra sentencia de la Corte de Apelación del Depar­
tamento de Santo Domingo, de fecha tres de Agosto de mil 
novecientos treinta y tres , dictada en favor de la señora Octa­
via Vida! de Pérez y su esposo el señor Julio E. Pérez Licairac. 

· . . Visto el memorial de casación presentado por los Licen­
Ciados Miguel E. No boa Recio y M. de J. Pellerano Castro·, 
abogados de la parte recurrente, en el cual se alega contra la 
sentencia impugnada la violación de los artículos 1134, 1183, 
1184, 1186, 1226 y 1228 del Código Civil y 551 del Códig de 
Procedimiento Civil. 

Oído al Magistrado Juez Relator. . 
Oído al Licenciado Miguel E. Noboa Recio, por sí y por 

~\ ~icen ciado M. de· J. Pellerano Castro, abogados de la parte 
mhmante, en su escrito de alegatos, ampliación y conclusiones. 

Oído a los Licenciados Santiago Gómez Luna y Felipe Os-
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valdo Perdomo, abogados de la parte intimada, en su escrito 
de réplica, ampliaci'ón y ·conclusiones. 

,Oído el dictamen d,el Magistrado Procurador General de la 
República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado · y vistos 
los artículos 1134, 1183, 1184, 1186, 1226, 1228 del Código 
Civil, 551 del Código de Procedimiento Civil y 71 de la Ley so­
bre Procedimiento de Casación; 

Coqsiderando que la recurrente señora t:lisa Ruiz Vda. 
Schnabel alega contra la sentencia impugnada: 

1•o. la violación de los artículos 1134 y 1186 del Código 
Civil; 

2o. la del artículo 551 del Código de Procedimiento Civil. 
3o. la violación y errada aplicación de los artículos 1183 

y 1184 del Código Civil; 
4o. la violación de los artículos· 1226 y 1228 del Código 

Civil· ' · '· Considerand9 que soh hechos constantes en el proceso: 
1o. ql}e pqr contrato nipotec~rio de fecha diez y nqeve de 
marzo de m.il novecientos treinta, la recurrente señora Elisa 
Ruiz, Vda. Sc.hnabel se reconoció cl(mdora de la intimada se­
ñora Octavia Vidal de Pére?; de la suma cte cinco mil pesos oro 
americano ( $5000. r por concepto de un préstamo de igual 
cantidad héchole en es;;t misma fecha por esta última, se obli­
gó a reembolsar a esta ia referida suma de este modo: dos mil 
quinientos pesos. oro, el día cliez y ochó de m<}rzo de mil no­
vecientos treinta y uno y dos mil quinientos pesós oro, en igual 
fecha de mil novecientos treinta y do~, se obligó también a pa­
garle un interés de doce ppr cieiitQ an1,1~l pagadero por meses 
ven.ciqos y sin interrupción, y en el mismo qCto hipotecario se 
estipuló quéla falta de p~go <,ie tres mensualidade~ sucesivas 
haría exigible la 'obligacióp hipotécari.a sin n~cesidad de nin­
gún acto de proceqimjeqto; 2o. que en fecha nueve d~ abril 
dé mil novecientos treinta y uno se pactó entre las partes un 
convenio de prórrog? para el pago de la referid~ hipoteca; con­
formé al cu~l la réctJr.rente pagó en esa rñismq. fecha a la in­
timada doscientos pesos oro y ·se obligó a pagar ochocientos 
pesos oro el diez y nueve dy marzo de inil riovécient6s treinta 
y q s, dos mil pesos el diez y nu~ve de marzo ,de mil nove­
cientos treinta y tres y do~ mil pesos el diez y nueve de mar­
z;o de mil novecientos treinta y c:;uatro; · 3o., que en fecha cinco 
de febrero de mil noveci~ntos treinta y dos se pactó entre las 
mismas un nuevo conv~njo para el pago de la .suma de ooh~­
cientos pesos que <,iebía hacer el diez y nueve de marzo si.­
guiente la recurrente, conforme al cual ésta pagó el diez de 
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marzo cien pesos- oro -Y se obligó a pagar los setecientos el 
diez y nueve de julio del mismo ~ño 193'2; 4o. que en fecha 
diez y nueve de marzo intervino entre ellas otro entendido para 
el pago de los referidos setecientos pesos que c;lebía hacer el 
diez y nuevé de julio dé ese mismo año la recurrente, confor­
me al cual ésta se obligó a pagar trescientos cincuenta pesos 
oro el diez de octubre de mil novecientos treinta y dos y tres­
cientos cincuenta pesos oro el diez de enero d~ mil novecien­
tos treinta y tres; So. que en techa treinta de noviembre de 
ese mismo año la intimada le notificó a la recurrente un man­
damiento de pago por la suma de cinco mil veintinueve pe­
sos oro, descompuesta así: cuatro mil setecientos pesos. oro 
por concepto del capital adeudádole, más trescientos vein 
tinueve pesos oro por concepto de siete meses de intere­
ses adeudados de ese C<\pital desde el diecinueve de marzo 
hasta la fecha del acto, con advertencia de que, si no obtem­
peraba a ese mand~miento de pago en el plazo de treinta días, 
sería constreñi<;la a ello por el embargo de sus bienes inmue­
bles y qiuy, especialmepte por el del inmueble afectádole en 
garantía; 6o. que pasados esos treinta días la intimada embar­
gó ti citado inmUeble y siguió m~nand<;> las formalidades de lffy 
para llegar a la venta y adjwdicación del mismo y en vista ·de 
ello la recurre11te, ·fundáridosé en que la intiq¡~da no podía 
notificarle ua mandamiento de pago por la totaHoad del cápi­
tal ni proceder a la ejecución cle 'la hipoteca del ~liez y nueve 
de m9rzo de mil noyécientos treinta sin antes haberle exijido 
el pago de la su~<¡. de trescientos cincuenta pesos oro, de 
acu~rdo con los convenios pactados ~ntre ellos posteriormente 
a dicha l;lipotec¡¡, inteptq en tiérppo hábil c;ontra dicha intima­
da una deman<la ii}cidental tendiente a obtener la nulid.ad del 
mandamiento de pago notiQc~dole el treinta de noviembre de 
mil novecientos treinta y dos así _!:omo la de los dernás actos 
subsecuentes a dicho mandamiento; 7o. que esa demanda 
fué recna?:ada por el Juzgado de Primerá Instancia de Sánto 
~omingo y la ~petación que. interpuso l.a n~c~rrepte fué c;leses­
ttmada por la Corte <;le Apelación del Pepartamento oe Santo 
DomingQ que, por la sen,tepcia impugna<la en este recurso, 
confirmó la sentencia apelada; 

En cuq.nto a la violación del artículo 1134 del Código Civil; 
Consiqerando q1,1e en . el caso objeto. del presente recurso 

la Corte a.,.quo, int~rpretando los convenios de prórrogas pac­
tado~ entre la recurrente ylá intimada c;les,pués· del contrato 
de _hipoteca del diez y nueve de marzo de mil novecientos 
tremta estimó, y así lo declara en la sentencia reGurrida, que 
esas prórrogas relativas únicamente al término para el pago 
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del capital dejaron en todo su vigor la cláusula de la conven­
ción original del diez y nueve de marzo de mil novecientos 
treinta que se refería ~1 vencimiento del capital y a la ejecuta­
bilidad de la hipoteca, sin necesidad de ningún acto de pro­
cedimiento, a falta de pago de tres mensualidades sucesivas de 
los intereses sobre el capital que se adeudare; que esa inter­
pretación de los jueces del fondo fundada en la intención de 
las partes, y que la letra de esas convenciones de prórrogas 
en nada contraria, no desnaturaliza dichas convenciones y no 
constituye en cous_ecuencia ninguna violación al artículo 1134 
del Código Civil; 

En cuanto a la violación o errada aplicación de los artícu­
los 1183, 1184 y 1186 del Código Civil; 

Considerando que la estipulación en un contrato de prés­
tamo de la caducidad de los términos o plazos convenidos para 
la devolución del capital, en caso de falta de pago de una o va­
rias mensualidades .del interés convenido, no es sino la inser­
ción en un contrato de préstamo .ele uila condición resolutoria 
expresa en caso de inejecución de las obligaciones del presta­
tario; que si el artículo 1186 del Código Civil dispone que lo 
que no se debe sino a término fijo no puede reclamarse antes 
del vencimiento del término, y la última convención pactada 
entre la recurrente y la intimada había fijado como términos 
para los últimos pagos del capi.taJ adeudado por la primera a 
la segunda unds fechas -po~teriores a la fecha en que se notifi­

. có a la recurrente el mandam
1
iento de pago ya menci'onado, 

tanto esos nuevos términos para la devolución del capital co¡:no 
los que se habían estipulado en el contrato origin<il de hipote­
ca estaban sometidos a la condición de que la deudora no fal­
tara al pago de tres mensualidades sucesivas del interés con­
venido; que al faltar a ese pago, -y esa falta · está comproba­
. da por el mandamiento :de pago del treinta de noviembre de 
mil novecientos treinta y dos,- la recurrente incurrió, dice la 
sentencia impugnad·a "en el hecho que habían previsto las par­
tes como determinaqor de la exigibilidad de la obligación," o 
sea en el hecho que se estipuló que produciría la caducidad de 
los términos o plazos ,convenidos para la devolución del capi­
tal ; y, según el mismo contrato de hipoteca, siQ necesidad de 
ningún acto de procedimiento; que siendo así, al decidir que el 
incumplimiento comprobado, por parte de la recurrente, de s.u 
obligación de no faltar al pag-o de tres mensualidades sucesi­
vas del interés convenido hizo por sí solo exigible la totalidad 
del capital adeudado por ella y le dió, en consecuencia, a la 
intimada ·el dé-echo de ejecutar la hipoteca ·por la suma total 
adeudádale por la recurrente, la Corte a-quo, después de inter-
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pretar, sin salirse de los límites del pod~r atribuído por la ley 
a los Jueces del fondo, el contrató de préstamo ton garantía 

· hipotecaria pactado entre las partes en fecha die~ y nueve de 
marzo de mil novecientos treinta, solo hizo surtir sus efectos 
legales a la condición resolutoria expresa estipulada en el mis­
mo contrato de préstamo ~n caso tde inejecución de las obli­
gaciones asumidas en el ni.ismo por la prestataria, con lo cual 
hizo una exacta aplicación de Jos artícuLos 1183 y 1186 del Có­
digo Civil, sin violar ni el artículo 1134 del Código Civil ni el 
1184 del mismo Código que no trata ,de la condición resoluto­
ria expresa que pt~ede insertarse en _, los contntos sino de la 
condición re~olutoria tácita que esia siempre sobreentendida 
en los mismos; , 

En cuanto a la violación del artículo 551 del Códigp de 
Procedirpiento Civil; 

COI1siderando que el artículo 551 del Código de Procedi­
miento Civil dispone que no podrá procederse a ningún em­
bargo sino en virtud de un título ejecutorio y por cosas líqui­
das y ciertas; que eú apoyo de su a.legato de violación de ese 
texto legal , la recurrente, •en su memorial de casación, se li­
mitó a exponer que el citado artículo 551 había sido violado 
por la sentencia impugnada por no ser exigible la acreencia 
hipotecaria de la intimada en virtud de la cüal ella procedió a 
embargar; que ese alegato de la no-exigibilidad del capital de 
cuatro mil setecientos pesos oro reclamado a la recurrente por 
el mandamiento de pago mencionado no tiene que ser exami- -
nado de nuevo pqr hab'erlo ' sido ya al examinarse la preten­
dida violación de los artículos 1134, 1183, 1184 y 1186 del Có­
digo Civilj qu~ en cuanto a la violación del mismo artículo 551 
del Código de Prpcedimiento Givil por no ser tampoco líquido 
el crédito hipotecario de la intimada, según se afirma en el es· 
crito & ampliación de la recurrente que fué leído en audiencia, · ·· 
esa cuestión que constituye un medio distinto del que se basa 
en la_falta de exigibilidad de ese mismo crédito, ya que un 
crédito puede ser líquido y no sé.r exijible, tenía que ser ·con­
tenida en el memorial de casación de la recurrente, de acuer­
.d.o_ con el artículo 5 de la Ley sob,re Procedimiento de Casa­
cwn, para que pudiera ser contestada por la parte intimada -y 
por esa razón, tampoco puede ser examinada por esta Corte. 
de _Casación, máxime cuando n_o lo fué por la Corte a-quo a 
qmen la recurrente no la sometió por conclusiones; 

En cuanto a la violación de los artículos 1226 y 1228 del 
Código Civil; - . 

·Considerando que si la estipulación de una condición re­
solu~oria expresa en un contrato, lo mismo que la condición 
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resolutoria tácita del artículo 1184 del Código Civil, "es una san­
ción del incumplimiento de las obligaciones asumidas en el 
contrato, esa sanción es distinta de la estipulación de la cláu­
sula penal prevista en el artículo 1226 y siguientes del Código 
Civil, que no es mas que la reglamentación de los daños y 
perjuicios a que tendría d~recho el acreedor en el misino caso 
de incumplimiento del. deudor; que en el contrato de fecha 
diez y nueve de ma rzo de mil novecientos treinta, no modifi­
cado en cuanto a eso por los convenios q~ prórrogas poste­
riores, la acreedora intimada en este recurso estipuló única­
mente el derecho de considerar perdido para la deudora el be­
neficio de los plazos para la devolución del capital que habían 
sido convenidos entre ellos y perdido dicho beneficio por la 
sola falta de pago de tres mensualidades sucesivas del interés 
fijado en el contrato, o sea el derecho de declararse en ese ca­
so desligado del contrato de préstamo y con facultad de ejecu­
tar inmediatamente la hipoteca; que en con~ecuencia, al deci­
dir que esa estipulación no debía considerarse como una cláu­
sula penal y que era por tanto ej~cutable la obligación de la 
rec~rrente sin la puesta en mora prevja exigida por la ley pára 
que el deudor incurra en la pena prevista en una cláusula pe­
nal, esa decisión, aun cuando lps motivos ~n que se apoya no 
fueran exactos, está -justificada en derecho y la Corte a-quo al 
dictarla no pudo violar ni violó los artículos 122~ y 1228 del 
Cóqigo Civil que en ~l caso no tenían aplicación; que siendo 
igualmente infundado ese último me9io presentado por la re­
currente, el pres~nte recursp de casa~ión deb~ ser rechazado; 

Por tales motivos, rechaza el recur~o de casación inter­
puesto por la señora Elisa Rui~ Vdá. Schqabel, contra senten­
cia de la {:orte de Apelaciqp d~l Departam~ntq d~ Santo Do­
mingo, de f~cha · tres de agosto del' mil novecientos tréiP.t<! y 
tres, dictada en favor de la señpréJ Octavia Vid~l d~ Pérez y ~u 
esp9so el ~eñor Julio É. -Pérez Lic~irac, y co.~qepa a 1~ parte 
recurrente al pago de las co.stas, distrayéndolas en provecho de 
los' Licenciadps Santiago Góm~z t~1,1a y felipe Osvaldo Pyrpo­
mo , quienes afirman habeflas avapzadq. 

(Firmados): José Antonio limenes D.-Augusto A. Jupi­
ter.--M. de J. González M.-D. de Hetrera.-P. Báez La­
vastida.-Léoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los seño­
res Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diecisiete de Enero de inil novecientos treinta y cuatro, Jo 
que yo, Secretario General, certifico.-Firmado): EuG. ·A. AL­
VAREZ. 
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· · DIOS, PATRIA Y LIBERTAD.· ' · - ... . ' 
,. t· . • ·' ' . , 

. . REPUBLICA DOMINICANA. ~- . 

,. 1 

LA SUPREMA CO&,TE DÉ JUSTICIA. , 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 
l " .:..· ~--~--

. J .,. ' J • ( 

Sobre el recurso de casación en defecto interpuesto por la Com­
pañía Azucarera BocaChica, C. por A., sociedad industrial, fabri­
cante de azúcar, del domicilio y residem:ia de Andrés, y el se­
ñor Clemente Muñagorri, agricultor, del domicilio y :reside-u 
d a· de Agua Ería ;-jurisdicción (je la. ,común de Los J-I anos;· con­
tra sentencia del Tribunal ,Sttperi<H de·Tier.ras, de fecha quince 
'de Diciembre de ·mil novecientoS- treinta y dos, dictada en fa­
vor de: los sucesores de d'ofia Mercedes d~ la Rocha y Coca . de 
Fernández './' de los herederos legales del finado Mateo Soriano. 

Visto el Memorial de casación presentado por el Licen:­
ciado Santiago Lamela Días, abogado de.Ia parte recurrente, 
en el cual se alega contra la sentencia im;pugnada la vinlación 
'de los artículos; 1618;- 16.19; 16íl0: y 1622 ~del Código Civil, 141 
del Código de Procedimiento Civil y errores de· hecho ' eviden­
uiados por •actós auté'ntieos. · •· · 
. ·Oído al Magistr-ado Juez Relator. 

· ., Oido al L'icendado Santiago La niela Díaz, ' abogado de la 
pa'r.te intiman te, erl su e~crito de alegatos .y cont'lusiones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador, General ; de 
la República. · , 
· La S'upr'ema Corte, .después de haber deliber~ído y vistos 
los artículos 1619, ,1620,· 1.622•·del Código Civil/2, 4, de la' Ley 
de Rejistro de Tier'ras, y 71 de la Ley sobr'e Procedimiento ae 
Casacióti'. , . .· ' ·r ·. 
. Cohsiderando 'que la ODm¡i)añía Az1;1carera Boéa ·cnica, C. 
po; A. y el 'Señor Clemente Muñagorri, este (iltiino. erf calidad 
-de garante de la -anterior, impugnan .por el presente remrs o la 
s~ntenci a dictada en .fecha quirice de diCiembre de mil nóve­
~t entos tre~ nta y dos · pqr el Tribunal .Superior de Tierr:as y la 
tmpugnan en cuanto· a las parcelas N ros. 2·, 3,' 7, :8, 10, 15; 31;, 
35, 37 , 40, 49, 50, •52, 55, s71, 13, 76 y 100!·del Exp·ediénte Ca­
t.~stral No. 25 (Hato de la Chi·na;· común de los Llanos) ~por 
Vt.o~adón de los' artículos 1618; 1619, . 1620' y ' '1 622 del Código 
Ctvtl y •141· dH ~C0pig-o , droProcedímientc;LCivil y por 'erróres de 

:hecho evidenci'ad0s pnr actos auténtico~ que fueron sometidos 
. a los j ueces del fondo; ' ' ' , 
·'= · Consideran(.lo que la sentencia del Tribunal. Superio-r de 
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Tierras de fecha quince de diciembre de mil novecientos trein­
ta y dos no-abarca la totalidad de las parcelas que habían sido 
reclamadas en el Distrito Catastral No. 25 (Hato de la China) 
por la Compañía Azucarera .Boca Chica, C. por A., o su cau­
sante el señor Clemente Muñagorri y sobre las cuales versó la 
sentencia del Juez de Jurisdicción Original de fecha treinta de 
noviembre de mil novecientos veintinueve; que de las diecio­
cho parcelas arriba enumeradas, respecto de las cuales la re­
clamación de la citada Compañía o la · de su causante el señor 
Muñagorri fué rechazada o solo en parte acojida, la sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras recurrida únican1ente abarca 
cinco que son las siguientes: la No. 7, la No. 10, la No. 15, la 
No. 73 y la No. 100; que en cuanto a esas cinco parcelas dicha 
sentencia confirma la sentencia de jurisdicción original sin re­
visar ésta en cuanto -a las otras parcelas ni mencionar siquiera 
esas otras parcelas; que por consiguiente el presente recurso 
de casación está necesariamente limitado a las mismas cinco 
parcelas; 

Considerando que los recurrente~ alegan en apoyo de su 
recurso los tres medios de casación siguientes: 

1o., violación de los artículos 1618, 1619, 1620 y 1622 
del Código Civil; 

2o., . violación del artículo 141 del Código de Procedimien­
to Civil; 

3o., ertores cte hecho evidenciados por actos auténticos; 
En cuanto a· los errores · de hecho evidenciados por actos 

auténticos. · 
Considerando que el medio deducido de la violación del 

artículo 1319 del Código Civil que consagra el principio de la 
fé debida ·a los actos auténticos (medio que los · recurrentes 
presentan como "érrores de hecho ·evidenciados por actos au­
ténticos") es en este caso, inadmisible, porque el presente re­
curso ha sido intentado conjuntamente por la Compañía Azu­
carera Boca Chica, C. por A., y su causante el señor Clemen­
te Muñagorri contra los miembros de la Sucesión de doña Mer­
cedes de la Rocha y Coca de Fernández y contra los miembros 
de la Sucesión Soriano (en cuanto a estos últimos ~spect0. de 
la parcela No. 2 del Distrito Catastral No. ¡5 que no ha srdo 
abarcada en la sentencia · recurrida), y por tanto no se puede 
impugnar la sentencia del Tribunal Superior objeto de este re­
curso, sinó en cuanto a las adjudicaciones hechas en favor de 
los miem!Jros de Ul:la. u otra Sucesión con perjuicio de los:~­
currentes y lo que alega en apoyo de ese medio la CompanJ.a 
Azucarera Boca Chica, C. por A., es que, a pesar de haber SI­

do presentados por ella los acto~ auténtiCos por los cuales el 
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señor Muñagorri le vendió a eUd todos sus derechos sobre las 
parcelas arriba enumeradas, . el Tribunal Superior de Tierras 
hizo varias adjudicaciones · a favor del señor Muñagorri; que 
para que la sentencia impugnada pudiera ser casada en cuan­
to a las disposiciones que favorecieren a dicho señor Muñagor­
ri él tendría que ser intimado en este rec1:uso; que además, 
siendo éste úl.timo causante d~ la Compañía Azucarera Boca 
Chica , C. por A., lo fallado por la sentencia a favor de él be­
neficia a la Compañía su causa-habiente y en su fallo el Tri­
bunal Superior no ha podido incurrir en ninguna violación del 
artículo 1319 del Código Civil, ya que no decidió ninguna cues­
tión -que tampoco ·surjió entre ellos- a favor del señor Mu­
ñagorri y en contra de la Compañía en menosprecio de los ac­
tos auténticos de adquisición de esta última; que si el error de 
hacer adjudicaciones en favor del señor Muñagorri, cometido 
por el Juez de jurisdicción original, a cuyo conocimientb fue­
ron llevadas las ventas notariales hechas por ese señor des­
pués de la presentación de sus reclamaciones, debió ser en­
mendado por el Tribunal Superior de Tierras,· esto no dá lugar 
a la casació_n de su sentencia, ya que en esos casos de error la 
expedición de los Decretos de registro a favor ~del vendedor o 
de los correspondientes · certificádos de título a nombre del 
mismo puede ser evitada por el adquiriente y obtenida por este 
mismo la expedición de los Decretos de . registro a su favor' o 
la de los Certificados de Títulos a su nombre, en virtud del 
principio que obliga al Tribunal Superior a 'tomar eri cuenta las 
transferencias llevadas a su conocimiento, principio consagra­
do por el artículo 71 reformado de la I;ey de Rejistro de Tier­
ras en cuanto a las transferencias efectuadas entre la senten­
cia final del Tribunal Superior y la expédición del Decreto de 
rejistro y que se aplica con mayor razón cuando la transferen­
cia fué efectuada antes de dicha sentencia final y dada a cono­
cer al Tribunal Superior que omitió tomarla en cuenta al dic­
tar su sentencia; que en consecuencia ese medio de casación 
no está fundado y debe ser rechazado; _ 

En cuanto a la violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; . 

Considerando qué los alegatos presentados en apoyo de 
e?e medio por los recUrrentes son los siguientes: "La senten­
Cia recurrida no expresa los nombres. profesión y domicilio de 
las_personas que en ella debieron figurar como Sucesores de 
do~~ Mercedes de la Rocha y Coca de Fernández. La adjudi­
caciOn se hace en esa sentencia a favor de la citada Sucesión, 
como si ésta tuviera personalidad jurídica. Tampoco aparece 
en la sentencia recurrida la exposición sumaria de los puntos 
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de he.cho y d~ derecho; hi las conclusiones de las part~s o sus 
ªbpgados, ni. los fundamentos, puesto que decir que: '.'este 
Tr;ibunal f4nda su decisión en los . motivos en,_que se basa · la 
Depisión del Juez de Jurisdicción. Origi-nar' eqi:ifvale a 1no <ile­
c\r n~da1 '; - ... ; , 1 

.: . C0nsiderando . que a las .. sentencias qe los., Tribunales · de 
Tierras ,np e~ aplicable el artícl!IO 141 deL Código de Procedi­
miento Civil , sino el ártículo 4 de la Ley de Rejistro qe Ti~rras 
que djsppqe que !odas las sentencias contendrán .en una forma 
sucinta Qero clara los motivos . en. que ~e . funde·; que no hay, 
pués, que exami.nar si la fªlta de c;lesigQ~Kión en la sentenci'l 
impugnada de los nombres, apellidos, domicilio,~ y res.idencia~ 
de cáda una de las personaS, qu~ .forman la Sucesión de dofíq 
Mercedes de la Rocha y Coca de Fernánd~z entraña o ·no U !la 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil·, 
.puesto que, aún cuando así fuera, . esto no .constituir·ía un me­
dio de tasación contra la senten_(:ia impugnada, la cual est~ 
motivada,• ya que el Tribun_al Sup.erior de Tierras declara fun: 
dar su decisión en -los mismos motivos ~n que se basó la de­
cisión del. Juez de Jurjsaicción Original, por haber hecho di­
cho Jue2i .una exacta apreciación de los hecnos.y una cqrrect¡¡ 
aplicación qe la ley, y la s.entencia de . jurisdiq:ión. original 
expone claramente los hec,hos y .dá a conocer las rf!zon~s 
que determinaron al Juez de jurisdicción original a decidir 
como lo hi-zo, razone_s que fueron las siguientes: en cuanto 
a la parc~la.· No. 10~ la-falta de·; pruebas de la .prescripción sin 
títulos alegada como ún·ico fu.ndamento der su reclamación por 
el señal) Muñagorri; en· cuanto a ·la· parcela No. 100 ·la falta de 
pruebqs .de la prescripcjó.n aleg<¡da por, ,él mismo y .la insufi­
ciencia dft sus títulos, y. en cuanto a las·pan;elas ·7, 15' y . 73 1;¡ 
insuficiencia de los título:; prel')entados por el mismp señor Mv­
ñagorri €;1¡1 apoyo de su reclamati:ión; que. ;en consecu,<mpja ese 
medio d13 casación· también debe ser rechazad0 por.· infundado; 

En cuanto a la violación de los artículos 16.18, 1619, 1620 
y 1622 del Código Civil; í ·;. ; · 

Considerando que son hechos constantes en. la sentencia 
de jurisdicción original confirmada por la recurrida~ 1o., que 
los terrenos que forman el Dis.trito Catastral No. 25,1 sitio de 
Hato de la China, son los mismos que midió, según acta de 
mensura ·de fecha veintitres de J,¡mio de· mil pchodentos no­
venta y) uno, el Agrimensor Público Domingo ,Morcelo cuyas 
trochas siguió el Agrimensor Público encargado d'e la mensu­
ra catastral; 2o., que según el acta del Agrimensor Mon:elo, la 
extensión medida por él eran veintiocho caballerías, mientras 
que el plano ~atastral · indica como superficie treintiuna caba-
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llerías.tre&cientás nweve tareas; Jo ., que en fecha. t'rece de ju­
lio de ¡.nil ochocient6s noventa y uno la señora .Mercedes de la 
Rocha y C<Ka de : ,fernárídez vendió a un grupd de personas, 
que ~scendía a cincuentidnco, veintiocho caballerías del sitio 
de Sarllosé .que le pertenecía, con indicación de sus linderos 
conforme a la ntensura pra;6tricada por el Agriq1ensor Morcelo; 
4o., que se estipuló como. valor de,l ,terueno vendido la -suma de 
Cuatro Mil Oncuenticinco pesos que ~ecibió la vendedora, Illenos 
·sesenticuatro pesos por haberse reservado una pequeña porción 
del terreno por ella vendido; 5o., .que después de esa venta, los 
compradores se!.hicieron medir sus posesiones de acuer'do con 
sus títulos; 6o., que advertidos de, que conforme. a la mensura 
catastral para ,la cual el Tribunal .Superior concedió ·prioridad 
en fecha .veintio.cho .de octubre de .mil novecientos veinticuatro, 
"l_a .extensión de terreno vendida y ~ntregada por su causante te::­
nía más de veintiocho aaballenas, los Sucesor;es de la señor.a 
Mercedes de la Rocha y Coca de Ferriández reélamaron la can­
tidad que excediera de dichas veintiocho caballerías; 7o., .que 
su reclamación fué acojida por el Juez de Jurisdicción Origi.­
nal cuy á · decisión tué confi'Fmada por la sentencia recprrida; 

Considerando que: la sentencia de jurisdicción orígjnal cu­
yos motivos fuero'n' adoptadóS por e1 Tribiiñal Superior de Tier­
ras se fundó en que la señora Mercedes de ;la Rocha y CoQa 
de Fernández solo vendió veintiocho c.aballerías de terreno y 
que siendo superior el area encerrada dentro de los linderos 
indicado~r en el acta del Agrimenso!' Morcélo, ·sea -¡ror error de 
éste, sea porque el terreno fué medido por tareas inglesas y rrro 
por tareás nacionales, el exteso pertehece ·a dicha señora .o a 
sus sucesores porque ella vendió 'aquella ext,ensión cte veintio­
cho caballerías y su liquidación fué rea'lizada ton;tándola como 
·base; · · · · ¡, · ,.. , · 

'Cm1siderando que lo·. vendidÓ1 por' la: señora Meréede.s da la 
Roéha,:y Co'ca de Ferná'üdez ante el Notar-io Páblico Don 'Ma<­
riano Mo11tolío y Rios en 'fecpa trece de julio de mil ' ochocien­
tos noventa y uno no fué la cantidad de veintiocho caballerías 
a tomar"én 'ef sitio· de San José que fe perteneCía ·y ' a tanto la 
caballería, "sino V€\intiocho-tabal'lerías pr-eviamente indivitluali1. 
zadas por .un.f!- mensura y encer~ad~~ en unos linderos pr,ecisos, · 
.-:-los del ~cta ,d,e mensura del .ágrjp~~nsor Morcelo,-,y la v~q -· 
ta se realizó por la suma c;le cuatro mi~ cincuenta y ,cms9 pe­
sos, menos sesenticuatro pesos correspondientes a la porcióiJ 
reservada por la misma vendedor.a, quien quiso quedar como 
condueña del predio ·así segregado por ell~ en sus terrenos d·e 
San José, que fué adquiriendo la denominación de "Hato de 
la China"; que se trata por consiguiente de la venta de un ·pre-
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dio determinado por un precio total fijo, en la cual se empezó 
por la indicación de su continencia, caso éste previsto por el 
artículo 1619 del Código Civil y la única acción que tenía la 
vendedora perjudicada, en caso de error de más de un vigési­
mo en la superficie expresada en la ventq, era una acción .en 
suplemento de precio ( artí<;ulo 1620 del Código Civil) que te­
nía, a pena de caducidad, qÚe ser intentada en el año a con­
tar del · día de la venta, según lo dispone el artículo 1622 del 
mismo Código; que por tanto, al decidir que la porción de ter­
reno proporcional a los derechos de los compradores de la se­
ñora Mercedes de la Rocha y Coca de Fernández (o a los cau­
sa-habientes de dichos compradores) debe fijarse de acuerdo 
con sus títulos considerando, por una parte, el precio total de 
la venta y, por otra, la cantidad de veintiocho .caballerías indi­
cada en _el acto del trece de julio de mil ochocientos noventa y 
uno, y no la superficie real arrojada por la mensura catastral, 
al acojer por tanto la reclamación de los Sucesores de dicha 
señora sobre el exceso o demasía de tres mil tresciento~ nue­
ve tareas ·y ordenar en consecuencia el rejistro a favor de los 
mismos de la totalidad o de parte de las parcelas 7, 15, 73 y 
100 del Distrito Catasttal No. 25·, la sentencia recurrida ha vio­
lado los artículos 1619, 1620 y 1622 del Código Civil y debe 
por esas razones , o _sea respecto de esas· parcelas y, en cuanto 
a ese punto, ser casada. 

Por tales motivos, casa en cuanto ·a las parcelas Nos. 7, 
15, 73 y 100 del Distrito Catastral No. 25 (sitio de "Hato de la 
China") y en cuanto a las adjudicaciones hechas a favor de la 
Sucesión de doña Mercedes de la Rocha y Coca de Fernández 
en esas parcelas, ta decisión del Tribunal Superiar de Tierras de 
fecha qt:lince de. diciembre de mil novecientos treintidos, dicta­
da en favor de los sucesores de doña Mercedes de la Rocha y 
Coca de Fernández y de los herederos legales del finado Mateo 
Soriano, envía el asunto al mismo Tribunal Superior de Tier­
ras y condena a la parte intimada al pago de las costas. 

(Firmados): José Anto11io limenes D.-Augusto A. Jupi­
ter.-D. de Herrera.-?. Báez Lavastida.-Leoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido lá anterior sentenci.a por los se­
ñores Jueces que más arriba figuran, en la audieoeia pública 
del día veinticuatro de .Enero de mil novecientos treinta y cua­
tro,lo que yo, Secretario General; certifico.-(Firmado): EuG. 
A. ALVAREZ. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA 

1 LA SUPREM~ CORTE DE JUSTICIA: 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. · 

Sobre el returso de casación en defecto .. interpuesto por la seño 
. ra Ramona Mina Vela. Tellerías, ocupada en los quehaceres do­

mésticos, del domicilio y residencia de "El Lodo", jurisdicción 
de la Común de Los Llanos, contra sentencia del Tribunal Su­
perior de Tierras, de fecha quince de diciembre de mil nove­
cientos treinta. y dos, dictada en favor de la Sucesión de doña 
Mercedes de la Rocha y Coca de Fern?ndez y .. de los señores 
Juan Nateras, Hilario Calzado y Eladio Alvarez. 

Visto el Memorial de casación presentado por el Licencia­
do Santiago Lamela Díaz, abogado de la parte recurrente, en 
el cual se alega contra la sentencia impugnada la :violación de 
los artículos 1618, 1619, 1620 y 1622 del Código Civil, 141 
del Código de Procedimiento Civil y errores. de hecho eviden­
ciados por actos auténticos. · 

Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído al Licenciado Santiago Lamela Díaz, abogado de la 

parte intimante, en su escrito de alegatos y conclusiones. · 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de . 

la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado y vistos 

los artículos 16i 9, 1620, 1622 del ,Código Civil, 2, 4, de la Ley 
de Rejistro de Tierras, y 71 .de la Le_y sobre Procedimiento de . 
Casación; 
. Considerando que la señora Ramona Mina Vda. Tellerías 
Impugna por el presente recurso la sentencia dictada en fecha 
quince de diciembre de mil novecientos treinta y dos por ei 
Tribunal Superior de Tierras en cuanto a las parcelas 7 y 112 
del Distrito Catastral No. 25 (sitio de Hato de la China, común 
de Los Llanos}por violación de los artículos 1618, 1619, 1620 
Y.1622 del Código Civil y 141 del Código de Procedimiento Ci­
VIl y por errores de hecho evidenciados por los documentos 
que fueron sometidos a .los juec~s del fondo; · 

En cuanto a la violación del artículo 141 del Código de 
.Procedimiento Civil· . 

' Co!Jsiderando que los alegatos presentados en apoyo de 
ese meClio por la recurrente son los siguientes: "La sentencia 
recurrida no expresa los nombres; profesión y domi.cilios de las 
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personas que en ella debieron figurar como Sucesores de doña 
Mercedes de la Rocha y Coca de Fernández. La ~djudicación 
se hace en esa sentencia a favor de la citada Sucesión, como . 
si ésta tuvieql. . ,personalidad jurídica. Tampoco aparece en la 
sentencia reeurri'd'a la exposición sumaria de. los puntos de he'­
cho y de derecho, ni las conclusiones de las partes o sus abo­
gados, ni Jos fundamentos, puesto que decir que: ·•este Tribu­
nal funda su decisión en los motivos en que se basa la Deci­
sión • .del Juez de Ju.risdicci.ón 0Piginal" 1 .equivale a no. d;ecir 
nada"¡ - ,, ·: · 
, · Considerando que a :-las .senteneias . de los Tribunales de 

Tierras no es aplicable el artículo 141 del Código de Procedi­
miento Civil, sino el artículo 4 de la Ley de Rejisl'ro de . Tierra~ 
que dispone que toda~ las sentencias contendrán ren un·a for­
ma sucinta pero clara lo·s ·motivos en que se funde; que ilo hay, 
pues, que examinar si la .taHa de ' d~signación . ·en la sentencia 
impugnada de los nombre:;, apellidos ,' domicilios y resid'éncias 
de cada una de las. personas :que forman, la Sucesión de doña 
Mercedes de la Ro~ha y CoGa de Pernández entmña o nó una 
:violación de.J arlkulo 1:41' deJ';Código de Procedimjento Civil, 
puesto que,r awn cuando así fuera,. esto no constituirís:i 'un rhe~­
dio de casación contra la sentenci-a · impugnada, .la cbal está 
motivada, ya que declara . fundar .su clecisién, eil los ! mismos 
moHvos)e.n que se basó Ja ;decis.i.ón del· juez de Jurisdicción Ori­
ginal por. haber hecho ·di~ho Juez' una . exacta apreciación' de · 
'los hechos y una Qorrecta apli.caéión •de la Ley, y =Ja sentencia 
de Jurisdicción Original expone claramente los hechas y 'da a 
conocer las ra.zones ,que determinaron al jue.z .. de · j.Misdicción 
origi.na).,a decidir com.o· lo hizó; <fi.ú.~ en cbns'~óiencia ~ese me­
dio de casación 'debe 'ser rechazaao por infundado; 

En cuanto a los errores de hecho evidenciados por los do-
cumentos del expediente; . : ; · . ' . 
. . . ;;Considerando que .tll medio deducido d-e la violación . dé! 
artículo :1319 del Código· Ovil que tonsligra ·el ·principio · de ]a 
fé debida a -los, actos auténticos (medio que los . recurrente~ 
presentan' como "errores de hecho evidenciados por'lds''docu­
mentós ael expediente ~ ') es expuesto der modo siguiente en el 
memoria1 (le la n~curr:ente: · "Estós eri·ores de .:hecho' estáp 
compn>baaos por los formularios d'e- r.ecl~macionres • cpor l'as 
notas estenográficas de la :audi'encia::de.infofinativo. Ni en· los 
unos hilen las otras aparece vecla·mación alguna · de los Sres. 
Juan Nateras, Eladio Alvarez e Hilario Calzado, Tespedo de las 
Parcelas Nos. 7 y 112. Por·, :el con~tario el señor 1IHa.rio Cal­
zado fué veñdedor de 200 tareas a la señora Ramona · M!ina de 
Tellerías de las comprendi<!as en la parcela Nq. 112 conform·e 
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acto notarial de fecha once de enero de mU novecientos diez y 
siete. Sin embargo, por un error apenas comprensible, el Juez 
de Jurisdicción Original toma en su sentencia este mismo ·acto 
notarial como consentido por Ramona Mina en favor de Hilario 
Calzado y en él se apoya para adjudicar a Calzado las mismas 
doscientas tareas que le había comprado a la señoaa Ramona 

· Mina en la parcela No. 112"; · 
Considerando que la adjudicación al señor Juan Nateras 

y al s'eñor Eladio Aluarez de una parte a cada uno de la parce­
la No. 7, rec;lamada en su totalidad por la recurrente y la de 
una parte de la parcela No. 112, toda reclamada también por 
ella, al señor Hilario Calzado se fundó en los títulos mismos 
presentados por dicha recurrente que en cuanto. a los señores 
Juan Nateras y Eladio AI'varez llevan notas notariales de reba­
jas por ventas efectuadas a favor de dichos señores y en cuan­
to al señor Hilario Cnlzado centienen nn documento o cons­
tancia notarial de una venta · de doscientas tareas efectuada a 
favor de ese señor por la recurrente ante el Notario Espita! Fa­
let; que el alegato que hace dicha recurrente de haber com­
pn¡do y no vendido doscientas tareas al señor -Hilario Calzado 
está por consiguiente contradicho por la sentencia recurrida 
y para establecef el error por ella alegado ni siqu~era ha sido 
depositada una copia certificada del acto notarial de fecha on­
ce de enero de mil novecientos . diez y siete que ella menciona; 
que tampoco ha hecho la prueba la recurrente por el depósito 
de.una copia certificada de las notas estenográficas de las au­
diencias de que estos señores declara'ron en la audiencia que 
ellos no reclamaban nada en las citadas parcelas; que en ese 
caso, en efecto, el Juez de Jurisdicción Original no podía ad­
judicarles nada, por quedar entonces desttuída la prueba re­
sultante a favor de ellos d'e los mismos documentos presenta­
do~ por la recurrente, pero a falta de esa declaración de los 
s~nores Nateras, Alvarez y Calzado el Juez de Jvrisdicción Ori­
gmal, que no estaba obligado a considerarlos en rebeldía por 
no haber comparecido a presentar sus t:eclamaciones, pudo 
fundar en dicha prueba las adjudicaciones hechas por él en 
f~~or de esos señor·es y el Tribunal Superior aprobar su deci­
swn; que en consecuencia ese medio de casación carece iguaL­
mente de fundamento y debe por tanto ser rechazado; 

En cuanto a la violación de los artículos 1618, 1619, 1620 
Y 1622 del Código Civil; 

. C?nsiderando que son hechos constantes en la sentencia 
de Junsdicción original confirmada por la recurrida: 1o. que 
los terrenos que forman el Distrito Catastral No. 25, sitio de 
Hato de la China, son los mismos que midió, según acta de 

,. 
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mensura de fecha veintitres de junio de mil ochocientos noven­
ta y uno, el Agrimensor Público Domingo Morcelo cuyas tro­
chas siguió el Agrimensor Público encargado de la mensura 
catastral; 2o. que según el acta 'del Agrimensor Morc.elo, la ex­
tensión medida por él eran veintiocho caballerías, . mientras 
que el plano catastral indica como superficie treintiuna caba­
llerías trescientos ·nueve tareas; 3o. que en fecha trece de ju­
lio de mil ochocientos noventa y uno la señota Mercedes de la 
Rocha y Coca de Fernánclez vendió a un grupo de personas, 
que ascendía a cincuenta y cinco, veintiocho caballerías del si­
tio de Saü José que le pertenecía, con indicación de sus Jinde­
ros conforme a la mensura practicada por el Agrimensor Mor­
celo; 4o. que se estipuló como valor del terreno vendido la 
suma de C,uatro Mil Cincuenticinco pesos que recibió la ven­
dedora, menos sesenticuatro pesos por haberse reservado una 
pequeña porción del terreno por ella vendido; 5o. que después 
de esa venta, los compradores se hicieron ·medir sus posesio­
nes de acuerdo con sus títulos; 6o. que advertidos de que, 
conforme a la mensura catastral para la cual el Tribunal Supe­
rior concedió prioridad en fecha veintiocho de octubre de mil 
novecientos veinticuatro, la extensión de terreno vendida y en­
tregada por su causante tenía más de veintiocho caballerías, 
los Sucesores de la señora Mercedes de la Rocha y Coca de 
Fernández reclamaron la cantidad que excediera dichas vein­
tiocho caballerías; 7o. que su reclamación fué acojida por el 
Juez de J.urisdicci6n Original cuya decisión fué confirmada por 
la sentencia recurrida; .. 

· Considerando que la sentencia de jurisdicción original cuyos 
motivos fueron adoptados por el Tribunal Superior de Tierras 
se fundó en que la señora Mercedes de la Rocha y Coca: de 
Fernández solo vendió veintiocho caballerí-as de terreno y que 
siendo superior el área encerrada dentro de los linderos indi­
cados en el acta del Agrimensor Morcelo, sea por error de éste, 
sea porque el terreno fué medido por tareas inglesas y no por 
tareas nacionales, el exceso pertenece a dicha señora o a sus 
sucesores porque ella vendió aquella extensión de veintiooho 
caballerías y su liquidación fué realizada tomándola como base; 

~onsiderando que lo vendido por la· señora Mei·cedes de 
la Rocha y Coca de Fernández ante el Notario Público Don Ma­
riano Montolío y Ríos en fecha trece de juJio de mil ochoci~n­
tos noventa y uno no fué la cantidad de veintiocho caballenas 
a tomar en el sitio de San José que le pertenecía y a tanto l.a 
caballería, sino veintiocho caballerías previamente individual!­
zadas por una mensura y encerradas en unos linderos preci­
sos, -los del acta de mensura del Agrimensor Morcelo)- Y la 

1 
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venta se realizó por la suma de cuatro mil cincuenticinco pe­
sos, menos sesenticuatro pesos correspondientes a la porción · 
reservada por la misma vendedora, quien quiso quedar como 
condueña del predio así segregado por ella en sus terrenos .de 
San José, que fué adquiriendo la denominación de "Hato de la 
China"; que se trata por consiguiente de la venta de un predio 
determinado por un precio' total fijo, en la cual se empezó por 
la indicación de su continencia, caso éste previsto por el artícu­
lo 1619 del Código Civil y la única acción que tenía la vende­
dora perjudicada, en caso de error de mas de un vigésimo 
en la superficie expresada en la venta, era una acción en su­
plemento de precio (artículo 1620 del Código Civil) que tenía, 
a pena de caducidad, que ser intentada en el año a contar del 
día de la venta, según lo dispone el artículo 1622 del mismo 
Código; que por tanto, al decidir que la porción de terreno 
proporcional a los derechos de los compradores de la señora 
Mercedes de la Rocha y Coca de Fernández (o a los causa-ha­
bientes de dichos compradores) debe fijarse de acuerdo con 
sus títulos considerando, por una parte, el precio total de la 
·venta y, por otra, la cantidad de veintiocho caballerías indica­
da en el acto del trece de julio ~e mil ochocientos · noventa y 
uno, y no la superfi€ie real arrojada por la mensura catastral, 
al acojer por tanto la reclamación de Jos Sucesores de dicha se­
ñora sobre el exceso o demasía de tres mil trescientas nueve 
tareas y ordenar en consecuencia en perjuicio de la recurren­
te, causa-habiente de uno de los compradores del acto del tre­
ce de julio de mil ochocientos noventa y uno el rejistro a fa­
vor de los mismos Sucesores de una parte de las parcelas 7 y 
112 del D'istrito Catastral No. 25, la sentencia recurrida ha vio- ' 
lado los artículos 1619, 1620 y 1622 del Código Civil y debe 
por esas razones, o sea respecto de esas parcelas y, en cuanto 
a ese punto, ser casada; 

. J;>or tales motivos, casa . en cuanto a las parcelas Nos. 7 y 
112 del Distrito Catastral No. 25 (sitio de "Hato de la China") 
Y en cuanto a las adjudicaciones hechas a favor de la Sucesión 
de doña Mercedes de la Rocha y Coca de Fernández en esas 
parcelas, la decisión del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
quince de diciembre de mil novecientos treinta y dos, dictada 
en favor de la Sucesión de doña Mercedes de la Rocha y Coca 
de Fernández y de los señores Juan Nateras, Hilario Calzado y 
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Eladio Alvarez, envía el asunto al mismo Tribunal Superior de 
Tierras y condena a la parte intimada al prgo de las ~ostas : 

(Firmados): José Antonio limenes D.-Augusto A. Jupi­
ter.-D. de Herrera.-?. Báez Lavastida.-Leoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los Se­
ñores Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública 
del día veintinueve de Enero del mil novecientos treinta y cua­
tro, lo que yo, Secretario General, certifico.-(Firmado ): EuG. 
A. ALVAREZ. 

DIOS, PAtRIA Y LlBERT AD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Brau­
lio Piña, agricultor, propietario, del domicilio y residencia de 
La Vega, contra sentencia de la Corte de Apelación del Depar­
tamento de La Vega, de fec,:ha veintiuno dé febrero de mil no­
vecientos treintitres, diCtada en favor del Ayuntamiento de 
Bonao 

Visto el Memorial de casación presentado por el Licencia­
do Juan José Sánchez, abogado de la parte recurrente, en el 
cual se alega contra la sentencia impugnada la violación de los 
artículos 1328, 1341 y 2279 del Código Civil y 608 del Código 
de Procedimiento Civil. · 

Oído al Magistrado Juez Relator. ~ 
Oído al Licenciado Juan José Sánchez, abogado de la par­

te intimante, __ en su escrito de alegatos, ampliación y conclu-
siones. . 

Oído al Licenciado Julian Suardy, en representación del 
Licenciado E. Generoso de Marchena E., abogado de la parte 
intimada, en su escrito de réplica, ampliación y conclusiones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado y vistos 
los artículos 1328, 1341, 2279 del Código Civil, 608 del C.ódigo 
de Procedimiento Civil y 71 de la Ley sobre _ Procedimiento de 
Casación; 
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\ 
Considerando que contra la sentencia dictada en fecha 

veintiuno de febrew de mil novecientos treinta y tres por la 
Corte de Apelacióü del Departamento de La Vega que revocó ­
la sentencia rendida por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega en fecha trece de octubre de mil 
novecientos treinta y dos ,. que había- ordenado un informativo 
testimonial con moti\7o de la demanda en distracción intentada 
por el señor Braulio Piña en el embargo de reses trabado por 
el Ayuntamiento de la común de Bonao en perjuicio del señor 
Rafael Franco, el recurrente señor Braulio Piña alega: 

1o. la falsa y errada aplicación · del artículo 1328 del Có-
digo Civil; _ . 

2o. la violación del artículo 2279 del Código Civil y del 
artículo 608 del de Procedimiento Civil; 

3o. la violación del artículo 1341 del Código Civil; 
Considerando que son hechos constantes en la sentencia 

impugnada: 1o. que en fecha tres de octubre de mil novecien­
tos treinta idos y a requerimiento del Ayuntamiento de la co­
mún de Bonao el Alguacil Luis F. Persia le embargó al señor 
Rafael Franco entre otros animales veintiocho reses grandes y 
pequeñas que se encontraban en un potrero del dicho señor 
Rafael F1:anco; 2o. que en, fecha seis del mismo mes de Octu­
bre el señor Braulio Piña hizo oposición a la venta de dichas 
veintiocho reses y emplazó al señor Franco y al Ayuntamiento 
de la común de Bonao fundándose en que esos animales le 
pertenecían "según acto bajo firma privada de fecha treinta de 
abril de mil novecientos treinta y dos, por el cual el señor Ra­
fael Franco le hizo dación de mayor cantidad de reses en pago 
de un mil quinientos pesos que le debía, operación ésta que es 
del dominio de personas honorables que declararán como tes­
tigos si fuere necesario" y pidiendo que oyeran pedir y luego 
ordenar los demandados que los enunciados animales serán dis­
traídos del embargo de que se trata y que serán restituídos al 
demandante por el guardian"; 3o. que en fecha trece de octu­
bre del mismo año el Juzgado de Primera Instancia de La Ve­
ga falló: 1o. Que debe ordenar y ordena la suspensión de la 
venta de las veintiocho reses mencionadas hasta que se rinda 
sentencia definitiva sobre la demanda; 2o. que debe ordenar y 
ordena un informativo sumario a fin de que el reivindicante 
pr~ebe por testigos los, siguientes hechos: a) que en fecha 
tremra de abril del año en curso el señor Rafael Franco tras­
pasó al señor Braulio Piña la cantidad de ciento cincuenta re­
ses; b) que dichas reses las dejó el señor Braulio Piña en un 
P?trero del señor Rafael Franco, sito en la sección de Jumunu­
cu; e) que de las referidas reses veintiocho fueron comprendi- · 
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das en el embargo ejecutivo trabado por el Ayuntamiento de la 
co/mún de Bonao sobre el señor Rafael Franco en fecha tres de 
octubre en curso; 

Considerando que para revocar la sentencia apelada la 
Corte a-quo se fundó en que " si es cierto que el artículo 608 
del Código de Procedimidnto Civil no 'impone a aquél que ejer­
za la acción en reivindicación de los objetos embargados, la 
obligación de presentar la prueba escrita de su derecho de pro­
piedad, aunque dichos objetos representen un valor superior 
de treinta ptsos , cuando invoque hechos de posesión, o pre­
tenda contestar, alegando el fraude, la presunción de propie­
dad que resulta en provecho del posesor de objetos mobiliarios 
en virtud del artículo 2279 del Código Civil, no es lo mismo 
cuando el demandante invoque en su provecho un contrato 
trasl ;ltivo de propiedad, pues la existencia de este contrato no 
puede ser demostrada mas que por la prueba· escrita, confor­
me al derecho común, y por consiguiente, debe ser aplicable 
la regla establecida por el ertículo 1341 del Código Civil", y en 
" que en el presente caso el señor Braulio Piña fundamenta su 
demanda en distracción de reses embargadas por el Ayunta­
miento de la común de Bonao al señor Rafael Franco, en un 
acto bajo firma privada traslativo de propiedad, el cual no te­
nía fecha cierta en el momento del embargo .Y por consecuen­
cia no procede ordenar la prueba testimonial, como errada­
mente hizo el juez a-quo, porque se trata de un valor superior 

' a treinta pesos .... " 
Considerando que el artículo 608 del Código de Procedi­

miento Civil expresa que el acto de la demanda en reivindica­
ción de objetos mobiliarios embargados contendrá la enuncia­
ción de las pruebas de propiedad del demandante; que la pa­
labra " prueba" fué empleada con razón en el texto definitivo 
de ese artículo en lugar de la palabra " títulos", porque, según 
el artículo 2279 del Código Civil, en materia de muebles la po­
seción vale título, y la posesión es un hecho que se puede pro­
bar por todos los medios , testigos, presunciones, etc.; que por 
eso es que la doctrina y la jurisprudencia francesas declaran 
que no es necesario tener un documento o escrito, un título, 
para accionar en reivindicación de unos muebles que han sido 
objeto de un embargo ejecutivo, sin que se pueda ver en ello 
ninguna derogación establecida por el artículo 608 del Código 
de Procedimiento Givil a las reglas en materia de prueba; que 
es en virtud de las mismas reglas del derecho común que el 
demandante en reivindicación que no pretende tener la pose­
sión de los objetos embargados, pero· alega la mala fé del em­
bargado , tampoco necesita títulos para justificar su demanda 
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porque la prueba del fraude se puede hacer por todos los me­
dios; que en cambio, si el demandante en reivindicación, para 
destruir la presunción que a favor élel posesor establece el ci­
tado artículo 2279, no alega el fraude del embargado sino la 
precaridad de la posesión de éste último en virtud de un con­
trato P.revio celebrado entre ellos , entonces, conforme a las 
reglas d el derecho común en materia de convenciones, la prue­
ba de ese contrato no podrá establecerse sino de acuerdo con 
el artículo 1341 del Código Civil, es decir, por un escrito, si el 
valor de los objetos reivindicados es superior a treinta pesos, 
y por un escrito que haya sido rejistrado antes del embargo, 
porque los acreedores pasan a ser terceros cuando embargan 
a su deudor y como tales no le son oponibles, conforme al ar­
tículo 1328 del Código Civil, los actos bajo firma privacla de su 
deudor que no tengan fecha cierta antes del embargo; que por 
tanto en el caso objeto del presente recurso, en que el señor 
Rafael Franco tenía la posesión de las veintiocho, reses reivin­
dicadas, las que fu~ron embargadas dentro de su potrero de 
"La Loma" el tres de octubre de mil novecientos treinta y dos, 
en que el demandante en teivindicación señor Braulio Piña ·no 
alegaba en apoyo de su pretensión de ser propietario de las 
mismas el fraude del posesor señor Franco, sino la precaridad 
de la posesión de éste último, debido a la existencia de una 
convención bajo firma privada celebrada entre ellos en fe::ha 
treinta de abril de mil novecientos treinta y dos por la cual el 
dicho señor Franco le dió en pago de una deuda ciento cin­
cuenta reses y se comprometió a dejarlas pastar gratuitamen­
te en su potrero durante ún año, y a la circunstancia de ser 
las veintiocho reses embargadas de las mismas ciento cincuen­
ta que habían sido objeto de esa convención, esta última cir.,. 
cunstancia, tendiente a completar, por la individualización de 
las reses, la prueba resultante en ese caso de la mencionada 
convención. hubiera podido probarse por testigos si la existen­
cia de dicha convención hubiera estado establecida conforme 
a la ley, es· decir, s i hubiera constado en un escrito registrado 
antes del embargo, pero la prueba por testigos solicitada por 
el demandante en reivindicacióÓ, intimante en este recurso se­
ñor Braulio Piña, para establecer a la vez la existencia de esct 
convención y la identificación de las reses embargadas con las 
que habían sido objeto de la misma, era inadmisible, porque 
la prueba ele esa convei1ción previa al embargo <ie la cual re­
sultaba la prueba de la precaridad de la posesión del señor 
Franco y del derecho de propiedad del señor Piña debía ha­
cerse conforme a las reglas sobre la prueba de las convencio­
nes, o sea por un escrito que fuera oponible al Ayuntamiento 
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de la común de Bonao embargante, como a cualquier tercero, 
por ten~r fecha cierta anterior al embargo practicado por aquel; 
que por tanto, al revocar la sentencia apelada que h<1bía con­
siderado admisible esa prueba por testigos y ordenado al efec- · 
to el informativo arriba mencionado, la Corte a-qlio no hizo 
sino una exacta aplicación · del artículo 1328 del Código Civi l, 
sin violar ni los artículos 1341 y 2279 del mismo Código ni el 
artículo 608 del Código de Procedimiento Civil y el presente 
recurso de casación debe en consecuencia ser rechazado; 

Por tales motivo.s, rechaza el recurso de casación inter­
puesto por el señor Braulio Piña, contra sentencia de la Corte 
de Apelación del Departamento de La Vega, de fecha veintiuno 
de febrero de mil novecientos treinta y tres, dictada en favor 
del Ayuntamiento de la común de Bonao, y condena a la par­
te recurrente al pago de las costas, distrayéndolas en prove­
cho del Licenciado E. Generoso de Marchena E., quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor part~. 

(Firmados): .losé Antonio .limenes D.-A·ugusto A . .Jupi­
tef.-D. de Herrera.-P. -Báez Lavastida. - Leoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior- sentencia por los se­
ñores Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública 
del día veintinueve de Enero del mil novecientos treinta y cua­
tro, lo que yo, Secretario General, certifico.:___(Firmado ): EuG. 
A. ALVAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Syl­
vain Coiscou, mayor de edad, casado, Licenciado en Farma­
cia, del domicilio y residencia de San Pedro de Macorís, con­
tra sentencia de la Alcaldía de la común de San Pedro de Ma­
corís, de fecha veintiuno de agosto de mil novecientos treinta 
y tres, que condena a dicho señor Sylvain Coiscou, a un peso ... .. 
oro de multa y costos, por haber permitido que un perro que 
cuidaba y amamantaba, haciendo las veces de encargado,. sa­
liera hacia la .calle sin el bozal ni la cadena correspondientes, 
causándole mordeduras al señor Miguel Payano, Agente de la 
Policía MunicipaL 
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Policía MunicipaL 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se­
cretaría de la Alcaldía , en fecha veintiocho de agosto de mil 
novecientos treinta y tres. 

Oído al Magistrado Juez · Relator. 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República. _ 
Visto el memorial de casación suscrito por el recurrente. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado y vistos 

el artículo 4 de la Ordenanza Municipal del Ayuntamiento de 
San Ped ro de Macorís de fecha seis de noviembre de mil no­
vecientos . diez y siete y el artículo 71 de la Ley sobre Procedi­
miento de Casación; 

Considerando que contra la sentencia dictada en fecha 
veintiuno de agosto de mil novecientos treinta y tres, por la 
Alcaldía de San Pedro de Macorís en funciones de juzgado de 
simple policía que lo condenó a un peso de multa y a los cos­
tos "por el hecho de permitir que un perro que cuidaba y 
amamantaba, haciendo las veces de encargado, saliera hacia 
las calles sin el bozal ni la cadena correspondientes, causán­
dole mordeduras a l señor Miguel Payano, Agente de la Policia 
Municipal", el recurrente señor Sylvain Coiscou alega: 1o. que 
la sentencia impugnada omitió fallar acerca de uno de sus pe­
dimentos o sea el de que, 'antes de fallar el caso, el Tribunal 
investigara en la Tesorería Municipal quién era el dueño del 
perro que se alegaba haber inferido una mordida; 2o . que so­
metido el recurrente por violación de la Ordenanza del Ayun­
tamiento de la Común de San Pedro de Macorís de fecha seis 
de noviembre de mil novecientos diez y siete, los motivos de 
la sentencia impugnada en los cuales el j!Jez reconoce que el 
perro no era de la propiedad del recurrente sólo tienden a jus­
tificar la ap licación de otro texto de ley- (la ley de Policía en 
su artículo 26) por cuya violación no f~é sometido, lo que equi­
vale a una ausencia de motivos; 

Considerando que la sentencia impugnada falló sobre el 
pedimento arriba indicado del recmrente al decidir, por una 
correcta interpretación del artículo 4 de la Ordenanza Mul)ici­
pal de San Pedro de Macoris de fecha seis de noviembre de 
11_lil novecientós diez y siete que él había cometido el hecho pre­
VIsto por esa disposición legal, aunque él no fuera el dueño 
del perro, por estar comprobado que él hacía las veces de en- · 
cargado del mismo; que siendo el hecho establecido a su car­
go el que prevé el texto legal ya citado, (si bien le es igual-
11_l~nte aplicable el artículo 6 de la Ley de Policía,) la aplica­
Cion at caso del artículo 4 de la Ordenanza Municipal y la con­
denación del recurrente a la pena con que está sancionada la 
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violación de ese texto está justificada en hecho y en derecho y 
el presente recurso debe ser rechazado por infundado; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter­
puesto por el señor Sylvain Coiscou, contra· sentencia de.la Al­
caldía de la común de San Pedro de Macorís, de fecha vein­
tiuno de agosto del mil novecientos treinta .y tres, que conde­
na a dicho señor Sylvain Coiscou, a un peso bro de multa y 
costos, por haber permitido que un perro qrie cuidaba y ama­
mantaba, haciendo las veces de encargado, saliera hacia la ca­
lle sin el bozal ni la cadena correspondientes, causándole mor- . 
deduras al señor Miguel Payano, Agente de la Policí~ Munici ­
pal, y condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): José Antonio limenes D.-Augusto A . .lupi­
ter.-D. de Herrera.-P. Báe.z Lavastida.-Leoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los seño­
res jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública ~el 
día veintinueve de Enero del mil novecientos treinta y cuatro, 
lo que yo, Secretario Genera l; certifico.-(Firmado): EuG. A . . 
ALVAREZ. 

DIOS, PATRJA Y LJBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Oficial Co­
munal de Sanidad del Seybo, contra sentencia de la Alcaldía de 
la común del Seybo, de fecha siete de noviembre del mil no- , 
vecientos treintitres, que descarga al señor Santiago Mora les 
del hecho de criar cerdos en el patio de su casa. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se­
cretaría de la Alcaldía, en fecha siete de noviembre del mil no­
vecientos treintitres. 

Oido al Magistrado Juez Relator. . 
Oido el dictámen del Magistrado Procurador General de la 

República. . 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 

los artículos 37 y 38 de la Ley sobre Procedimiento de Ca" 
sación; 

Considerando que además de la declaración del recurs_o 
que en conformidad con el artículo 37 de la Ley sobre Procedt-
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miento de Casación. hará la parte interesada en la Secretaría 
del Tribunal que dictó la sentencia, el artículo 38 exije de un 
modo imperativo que cuando el recurso de casación sea inter­
puesto por la parte civil, o por el Ministerio Público, se notifique 
a la parte contra· quien se deduzca en ·el plazo de tres días. 

Considerando que no se comprueba por los documentos 
que informan el expediente de esta causa que el Oficial Comu­
nal de Sanidad de l Seybo, en funciones de Ministerio Público, 
cumpliera la formalidad de notificar su recurso al prevenido. 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso de casa­
ción interpuesto por el Oficial ·Comunal de Sanidad del Seybo, 
contra sentencia de la Alcaldía de la Común del Seybo,- de fe­
cha siete de noviembre"· del mil novecientos treintitres, que 
des~arga al señor Santiago Morales del hecho de criar cerdos 
en el patio de su casa. · 

· (Firmados) : José Antonio limenes ·D.-Augusto A. Jupi ­
ter.-D. de Herrera.-P .. Báez Lavastida.-Leoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los Se­
ñores Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública 
del día veintinueve de Enero del mi·l novecientos treinta y cuatro, 
lo que yo, Secretario Gen-eral, certifico.-(Firmado): EuG. A. 
ALVAREZ. 

- ----,--- ··· ... ~----
DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 

REPUBLICA DOMINICANA. 

· LA SUPREMA CORTE bE JUSTICIA. 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Oficial Co­
munal de· Sanidad del Seybo, contra sent~ncia de la Alcaldía 
de la común del Seybo, de fecha dos de noviembre del mi l no­
vecientos treinta y tres, que descarga al señor Máximo Pérez 
del hecho de tener una pocilga con cerdos en el patio de su casa. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se­
cretaría de la Alcaldía en fecha siete de noviembre del mil no­
vecientos treinta y tres. 

Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República. . · · 
La Suprema Corte, después de haber deliberado y vistos 

~~~artículos 37 y 38 de la Ley sobre Procedimiento de Casa­
Cion; 
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lo que yo, Secretario Gen-eral, certifico.-(Firmado): EuG. A. 
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REPUBLICA DOMINICANA. 

· LA SUPREMA CORTE bE JUSTICIA. 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Oficial Co­
munal de· Sanidad del Seybo, contra sent~ncia de la Alcaldía 
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Oído al Magistrado Juez Relator. 
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Cion; 
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Considérando que además de la declaración del recurso 
que en conformidad con el artículo 37 de la Ley sobre . Proce­
dimiento de Casación hará la parte interesada en la Secreta­
ría del Tribunal que dictó la sentencia, el artículo 38 exije de 
un modo imperativo que cuando _el recurso de casaCión sea in­
terpuesto por la parte civil, o por el Ministerio Público, se no­
tifique a la parte contra quien se deduzca en el plazo de ' tres 
días. - ' 

Considerando que no se comprueba por los documentos 
que informan el expediente de esta causa que el Oficial Comu­
nal de Sanidad del Seybo, en funciones de Ministerio Público, 
cumpliera la forma lidad de notificar su recurso al prevenido. 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso de casa­
ción interpuesto por el Oficial CommÚtl de Sanidad del SeY.bo, 
contra sentencia de la Alcaldía . de la común del Seybo, de fe­
cha dos de noviembre . de mil novecientos treinta , y tres, que 
descarga al señor Máximo Pérez del hecho de tener una po­
cilga con cerdos en el patio de su casa. 

(Firmados): José Antonio limenes D. - Augusto A. Jupi­
ter.-D. de Herrera.-?. Báez Lavastida.- Leoizcio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los seño­
res Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública del 
día veintinueve ele Enero de mil novecien_tos 'treinta y cuatro, lo 
que yo, Secretario General , certifico.-(Firmado ): EuG. A. AL­
VAREZ. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Jo­
sé Manuel Arias M., motorista y agri~ultor, del domicilio y re­
sidencia de San JOsé de Ocoa, contra sentencia de la Corte de 
Apelación del Departamento de Santo Domingo, de fecha trein­
ta de enero del mil novecientos treinta y tres, dictada en fav~r 
del Licenciado H. Arístides Vicioso B., en su calidad de Síndi­
co de la quiebra del señor Gilberto del Valle. 

Visto el Memorial de casación presentado por los Licencia-
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dos Osvaldo B .. Soto y J. Marino Incháustegui, abogados de la 
parte recurrente, en el cual se alega contra la sente~1cia impug­
nada la violación de los . artículos 1134, 1183, 1184, 1654 de 
Código Civil, 141, 474 del Código de Procedimiento Civil y 4431 
y 462 del Código de Comercio. 

Oído al Magistrado Juez Relator. 
Oído al Licenciado Osvaldo B. Soto, por sí y por el Licen­

ciado J. Marino Incháustegui, abogados de la parte intimante, 
en su escrito de alegatos, ampliación y conclusiones; 

Oído al Licenciado Ambrosio Alvarez, en representación 
del Licenciado A. Fremio Soler, abogado de la parte intimada, 
en su escrito de réplica y conclusiones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado y vistos 
los artículos 1134. 1183, 1184; 1654 del Código Civil, 443 y 462 
del Código de Comercio, 141 y 474 del Código de . Procedi­
miento Civil y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el recurrente señor José Manuel Arias 
M. alega contra la sentencia impugnada: 

1o. la violación de los artículos 462 y 443 del Código de 
Comercio ; 

2o. la de los artículos 1134, 1183, 1184 y 1654 del Código 
Civil; 

3o. la de los artículos 474 y 141 del Código de Procedi-
miento Civil; , 

En cuanto a la violación de los artículos 462 y 443 del Có­
digo ele Comercio; 

Considerando que, según el recurrente, esos textos lega­
les fueron violados por la sentencia impugnada al admitir, con-
1irmando la sentencia apelada que también la había acojido, la 
acción en tercería interpuesta por el Síndico Provisional ele la 
quiebra del señor Gilberto del Valle, Licenciado H. Arístides 
Vicioso B., a fines de que se declarara nula y sin efecto réspec­
to de dicho Síndico la sentencia del nueve de mayo de mil no­
vecientos· treinta y un o por la cual el Juzgado de Primera Ins­
tancia del Distrito Judicial de Azua había declarado la resolu­
ci.ón, por falta de pago del comprador, de la venta de una pro­
piedad otorgada en fecha siete ele febrero de mil novecientos 
veintinueve por el recurrente al señor Gilberto del Valle; que 
en apoyo de ese medio el recurrente alega que esa acción en 
tercería intentada en fecha diez y nueve de diciembre de mil 
novecientos treinta y uno por el me~1cionado Síndico_ Provisio­
nal, cuando el señor Gilberto del Valle había sido declarado en 
quiebra en fecha veintitres de julio de mil novecientos veinti-
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nueve , no· podía haber s ido validamente intentado por el Sín­
dico Definitivo de dicha quiebra que debió haber sido nombra­
do en el plazo de quince días a contar de la sentencia declara­
toria de quiebra que establece el artículo 462 del Código de 
Comercio; 

Considerando que de acuerdo con el artícu lo 443 del Có­
digo de Comercio, el quebrado queda, desde el día de la sen­
tencia que declaró su quiebra, apartado de la administraCión 
de sus bienes la cual pasa, primero, al Sínd ico Provisional 
nombrado por la misma sentencia declaratoria de quiebra, y 
después al Síndico definitivo · también nombrado por· el Tribu­
nal de Comercio cuando se han reunido los acreedores que el 
juez comisario debe conv·ocar en los quince días que siguen la 
declaratoria ele quiebra; que no pudiendo los bienes del que­
brado quedar en ningún mom ento durante la quiebra sin una 
persona que los admin istre, cualquiera que sea la circunstan­
cia por la cual los acreedores no se hayan reunido para dar su 
opinión acerca del nombramiento de un Síndico Definitivo , 
aunq u ~ sea por negligencia del Juez Con'lisa rio en convocarlos, 
el Síndico Provisional sigue legalmente encargado de la admi­
nistración de dichos bienes y tiene calidad para intenta r cual­
quie r demanda relativa a los mismos bienes que juzgue útil 
para el quebtado o para la masa de acreedores; ·que al deci­
dirlo . así, en el caso objeto del presente recurso. respecto de la 
acción en tercería ya mencionada , la sentencia impugnada no 
ha incurrido en la vio lación . alegada por el recuqente de los 
a rtículos 462 y 443 del Código de Comercio; 

En cuanto a la violación de los a rtículus 1134, 1183, 1184, 
1654 del Código Civil y a la de los artículos 474 y 141 del Có­
digo de Proced imiento Civil; 

Co nsiderando que la demanda en resolución de la venta 
de un a propiedad otorgada por él en fecha_ siete de febrero de 
mil novecientos veintinueve a favor del señor Gilberto del · Va­
ll e fué interpuesta por el reCLirrente en fecha veintitres de mar­
zo del mil novecientos treinta y uno contra dicho sei'íor Gilberto 
del Va ll e, quien había sido declarado en quiebra por sentencia de 
fecha ve intitres de julio de mil novecientos ve intinueve; que esa 
denianda tenía necesariamente que haber s ido iptentada con­
tra el Síndico de dicha quiebra y no, como lo fué , contra el• 
quebrado, por disponer el artículo 443 del Código de Comer­
cio que "desde la fecha de la sentencia (declaratoria de qui~­
bra) toda acción mobiliaria o inmobiliaria solaniente se segUI­
rá o intentará contra los síndicos"; que según el recurrente, !a 
sentencia de la Corte a-quo no está motivada y vio la, ademas 
de las reglas sobre la tercería , los textos legales acerca de la 
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condición resolutoria en los contratos, especialmente en ma­
teria ele venta, porque no expresa qué perjuicio causa a la nia­
sa ele acreedores la sentencia impugnada por la tercería al ha­
cer surtir sus efectos al pacto comisorio expreso estipu lado por 
las partes en virtud del cual. el inmueble .comprado antes de 
su quiebra y no pagado por el señor Gilberto del Valle no fi­
guró nunca en el patrimonio de dicho quebrado, y, sin decir 
en qu é consiste ese perjuicio, acoje la acción en tercería del 
Síndico, desconociendo así la convención de las partes y el efec­
to retroactivo del pacto comisario expreso convenido entre las 
partes; · 

Considerando que, después de declarada la quiebra del 
señor Gilberto del Valle , ninguna sentencia pronunciando la 
resolución de una venta de inmueble otorgada a su favor> con 
anterioridad a la quiebra, podía ser válidamente rendida sin 
la ptesencia del Síndico; que la masa de acreedores de la~.quie­
bra del señor Gilberto del Valle no poclí.a, por una sentencia 
posterior a la declaratoria ele quiebra y dictada en una deman­
da en resolución tam bién posterior a dicha quiebra, se r des­
pojada, sin el concurso del representante lega l ele dicha masa 
de acreedores y del mismo quebrado, ele un inmueble que has­
ta entonces formrtba parte del acerbo de la quiebrd; que apo­
derada en el presente caso de la acción en tercería del Síndico 
Provisional de dicha quiebra contra la sentencia que pronun­
ció la resolución de ia mencionada venta, la Corte a-quo no 
tenía que examinar si, en caso de haber sido intentada contra 
el Síndico o de haber sido puesto en causa este úitimo en Id 
misma, la demanda en resolución de la venta hubiera sido 
acojida por estar fundada; que la falta ele interés de la acción 
en tercería la deduce el recurrente del buen fundan1ento de su 
demanda en reso lución que falló la sentencia impugnada por 
la tercería, pero el fondo, o sea el.fund<:~mento o la falta de fun­
damento de dicha demanda en resolución, no estaba sometido 
por la tercería del Sínd ico a la Corte de Ape lación a-quo, la 
cual , para acojer la acción de este último, so lo tenía que com­
probar que la masa de acreedores no había sido legalmente 
representada en esa demanda en resolución que estaba rela­
cionada d¡rectamente con sus intereses; que dicha Corte a-quo · 
declara, como se lée en la ·sentencia recurrida "que el seiior 
José Manuel Arias M. interpuso su acción en nulid <Jd de la venta 
que había intervenido entre él y el señor Gi lberto ele! Valle, di­
rectamente contra éste último si n poner en causa al Síndico 
d.e la qu iebra ele dicho señor, quien era, ele acuerdo con el ar­
ticulo 443 del Código de Comercio , la única persona que podía 
actuar en justicia en todo lo relativo al patrimonio de dicho 
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quebrado y que frente á esa irregularidad, es preciso reconocer­
le al Síndico de la referida quiebra un interés lejítimo y actual..." 
y "que el Síndico de esa quiebra hubierq podido incurrir en uÍ1a 
grave responsabilidad frente a los acreedores de la misma, cuan­
do hubiese permanecido in,diferepte respecto a procesos, como el 
de la especie, que se relacionan de un modo directo con los in­
tereses de la masa confiados a este funcionario"; aue esas con- . 
sideraciones de las cuales resulta que, tanto la m'asa de acre­
edores como el Síndico mismo fueron perjudicados en su de- 1 

recho de estar presente el último, y representada, la primera, 
en toda demanda relativa al patrimonio ele! quebrado que fue- · 
ra intentada después ne su declaratoria de quíebra, justifican 
la decisión de la Corte a-quo y la ·sentencia recurrida no ha 
violado ninguno .de los textos citados por el intimante en apo­
yo tanto de su segundo como de su tercero y último medio y el 
presente recurso de casación debe ser rechazado por infundado. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter­
puesto por el señor José Manuel Arias M., contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santo Domingo, de 
fecha treinta de Enero del mil novecientos treinta· y tres, dicta­
da en favor del Licenciado H. Arístides Vicioso B., en su cali­
dad de Síndico de ' ¡a quiebra del señor Gilberto del Valle, y 
condena a la parte recurrente al pago de las costas, distrayén­
dolas en provecho del Licenciado A. Fremio Soler, quien afir­
ma haberlas avanzado eri su totalidad. 

(Firmados): .losé Antonio .limehes·D. - Augusto A . .Jupiter. 
D. de Herrera.-P. Báez Lavastida.-Leoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los seño­
res Jueces que más arriba figuran, en la ai.Jdiencia pública del 
día treinta y uno de Enero de mil novecientos treinta y cuatro, 
lo que yo, Secretario General, certifico.-Firmado): EuG. A. 
ALVAREZ. 

-·-
DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 

REPUBLICA DOMINICANA. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. 
EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Señ?ra 
Blanca A. Peña Viuda Fournier, de oficios domésticos, prop!e­
taria, del domicilio y residencia de San Pedro de Macorís, qwen 
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to Civil; que en virtud de los otros· puntos del dispositivo de la 
sentencia de la: Corte de Apelación de Santo Domingo que ad­
mitió la revisión civil de la recurrente. los cuales no fueron 
atacados ante la Corte de Casación , es decir, quedando las 
partes en el mismo estado en que se encontraban antes de la 
sentencia revocada y fijada la audiencia en que debía conocer­
se nuevamente del fondo ele la causa, la misma Corte que ha­
bía sido competente para decidir, y lo había hecho por la sen­
tencia revocada a consecuencia ele la mencionada revisión ci­
vil, .el fondo de la causa, era necesariamente la competente para 
conocer de éste . nuevamente; que al decidirlo así , rechazar en 
consecuencia la excepción de declinatori a propuesta por la re­
currente y fallar en cuanto al fondo el recurso de apelación in- ­
terpuesto por la Compañía intimada, la sentencia recurrida, le­
jos de violar ese texto legal , se ha ajustado a las reglas de com-

. petencia y del orden de las jurisdicciones del artículo 59 del 
Código de Procedimiento Civil y hecho una recta aplicación del 

· artículo 502 del mismo Código; 
Por tales motivos, rechaza el recurso ele casación inter­

puesto por la Señora Blanca A. Peña Viuda Fou.rnier, quien ac­
túa por sí y como tutora legal de sus menores hijas María Mag­
dalena y Altagracia Josefina, contra sentencia de la Corte de 
Apelación del Departamento de Santq, Domin~o. ele fecha die­
ciocho de Enero de mil novecientos trei ntitres , dictada en fa ­
vor el e la Compañía Eléctrica de Santo Domingo. C. por A., y 
cond ena a la parte recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): José Antonio .limenes D.-Augusto A . Jupi­
ler.-"--IJ. de Herrera.-?. Báez Lavastidg.-Leoncio Ramos. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los seño­
res Jueces que más arriba figuran, en la audiencia pública del 
día treintiuno de Enero del mil novecientos trein ticuatro, lo que 
yo, Secretario General, certifico.-(Fclo.) EuG. A. ALVAREZ. 

IMPRENT.t. MONT.t. LV0.-5ANTO DOMINGO . R. D . 
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